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Resumen: en este ensayo se ponen en evidencia y se analizan 
los problemas que se ocasionan cuando el amparo ordinario es 
utilizado para cuestionar decisiones jurisdiccionales que violen 
derechos fundamentales. Al mismo tiempo, proponemos que 
se implemente un amparo especial para cuestionar estos actos, 
en el que se establezcan requisitos de procedencia que garan-
ticen la eficacia de los derechos fundamentales, sin afectar o 
afectando en lo estrictamente necesario, la seguridad jurídica, 
la estructura jerárquica de la organización judicial, la economía 
procesal y el funcionamiento del sistema de justicia. 

Abstract: this essay highlights and analyzes the problems that 
arise when ordinary protection is used to question jurisdic-
tional decisions that violate fundamental rights. At the same 
time, we propose that a special protection be implemented to 
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question these acts, in which provenance requirements are es-
tablished that guarantee the effectiveness of fundamental ri-
ghts without affecting, or affecting as strictly necessary, legal 
certainty, the hierarchical structure of judicial organization, 
procedural economy and the functioning of the justice system.
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I. Introducción

El amparo es una institución que tiene sus raíces en el ordena-
miento jurídico mexicano. Esta institución fue regulada en este 
país en los artículos 53,63 y 64 de la Constitución del estado de 
Yucatán, de fecha 7 de julio de 1842. 

Este ensayo se circunscribe a abordar la cuestión relativa al 
amparo contra decisiones jurisdiccionales. La figura del amparo, 
como se sabe, fue prevista para proteger los derechos fundamen-
tales frente a actos u omisiones emanados del poder público y 
también de los particulares en determinadas circunstancias.1 

En principio, no debería existir objeción a que las decisiones 
jurisdiccionales sean cuestionada por la vía del amparo porque 
los jueces son autoridades públicas que ejercen poder y pueden 
violar derechos fundamentales. Por esta razón, una parte de la 
doctrina defiende la procedencia del amparo contra este tipo de 

1	 Algunas legislaciones permiten cuestionar no solo los actos de las autorida-
des públicas, sino también actos de particulares. 
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acto, mientras que otra parte de la doctrina se opone porque en-
tiende que genera serias dificultades de orden procesal y de se-
guridad jurídica. 

En este ensayo analizaremos los problemas que derivan de 
utilizar el amparo ordinario para cuestionar las decisiones ju-
risdiccionales y proponemos la implementación de un amparo 
especial para proteger a las personas que son víctimas de arbitra-
riedades y vías de hecho en un proceso judicial. 

II. Modalidades de amparo contra decisiones 
jurisdiccionales

Básicamente, existen dos modelos de amparo contra decisiones 
jurisdiccionales: i) ordenamientos jurídicos que prohíbe el am-
paro ordinario contra decisiones jurisdiccionales, y ii) ordena-
mientos jurídicos que admiten el amparo contra decisiones juris-
diccionales pero condicionada al cumplimiento de determinados 
requisitos. A ambos modelos nos referimos a continuación.

2.1. Sistemas que prohíben el amparo  
ordinario contra decisiones jurisdiccionales

Entre los sistemas que prohíben el amparo contra decisiones ju-
risdiccionales se encuentran el de Argentina, Brasil, Costa Rica, 
Cuba, Honduras, Nicaragua, Paraguay y Uruguay. A cada uno de 
estos ordenamientos me refiero a continuación.

En el sistema argentino está prohibido el amparo ordinario, 
no solo contra las decisiones jurisdiccionales de los jueces, sino 
también contra sus decisiones administrativas. Dicha prohibición 
está consagrada en el artículo 2, literal a) de la Ley 16.986 sobre 
Amparo, en el que se establece que el amparo no será admisible 
contra actos del Poder Judicial.2 Este texto ha sido cuestionado 
porque se considera muy general, vago e impreciso, en la medida 

2	 Sagües, Néstor Pedro, Compendio de Derecho Procesal Constitucional, Bue-
nos Aires, Editorial Astrea, 2009, p. 466.
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que el legislador se refiere a actos del Poder Judicial, sin tomar 
en cuenta que los órganos y jueces de este poder dictan actos 
jurisdiccionales y actos administrativos.3

En torno al tema, la doctrina argentina está muy dividida.4 
Para algunos, la prohibición de amparo debe circunscribirse a los 
actos jurisdiccionales, en el entendido de que no existe justifica-
ción para prohibirlo respecto de los demás actos.5 En apoyo a esta 
tesis, también se sostiene que la interpretación literal del texto 
no es coherente con la finalidad perseguida por el legislador, en 
el entendido de que dicha prohibición se estableció para evitar 
que se desvirtuara el principio de la cosa juzgada;6 problema que 
solo puede producirse con relación a los actos jurisdiccionales 
por ser los únicos que adquieren la autoridad de la cosa irrevoca-
blemente juzgada.

Sin embargo, cabe destacar que la Corte Suprema de la Na-
ción no admite el amparo contra sus resoluciones administrati-
vas, con lo cual el más alto órgano del poder judicial se niega a 
distinguir entre actos administrativos y actos jurisdiccionales.7 
Nos parece que esta es una postura incorrecta de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, ya que no se justifica la prohibición 
del amparo contra actos no jurisdiccionales del poder. 

En el sistema costarricense las decisiones jurisdiccionales no 
pueden cuestionarse por la vía del recurso de amparo, en apli-
cación del artículo 30, letra a), Ley 7135, sobre la Jurisdicción 
Constitucional, de 18 de octubre de 1989. Cabe destacar, que 
contra este texto se han incoado varios recursos de inconstitu-

3	 Maraniello, Patricio Alejandro, El amparo en Argentina. Evolución y carac-
terísticas especiales, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Villabella Almengol, 
Carlos Manuel, (coords.), El Amparo en Latinoamérica, México, FUNDAp, 
2012, p. 81.

4	  Ibidem, p. 82.
5	  Idem.
6	 Morello, Augusto M. y Vallefín, Carlos A., El amparo. Régimen procesal, 

La Plata, Platense, 2000, p.149. Citado por Sagües, Néstor Pedro, op. cit., 
p. 468. 

7	 Rivas, Adolfo, A., El Amparo, Buenos Aires, La Rocca, 2003. Citado por 
Sagües, Néstor Pedro, op. cit., p. 468. 
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cionalidad, los cuales han sido rechazados por la Sala Constitu-
cional de la Corte Suprema de Justicia de ese país porque este 
tribunal considera que mediante los recursos previstos en el or-
denamiento es posible salvaguardar los derechos fundamenta-
les.8 No obstante, este precedente ha sido criticado por una parte 
de la doctrina costarricense que considera que, por una parte, los 
jueces violan con bastante frecuencia los derechos fundamenta-
les y, por otra parte, que la Constitución no prohíbe el amparo 
contra sentencias.9 

En el sistema cubano, el artículo 6, letra a) de la Ley 153 so-
bre el proceso de Amparo de los Derechos Constitucionales, de 
15 de julio de 2022, se establece que no puede utilizarse el am-
paro para hacer “reclamaciones por inconformidad con las deci-
siones judiciales adoptadas en otras materias”. En aplicación de 
este texto, la vía del amparo contra este tipo de acto queda abso-
lutamente cerrada.

En el sistema brasileño, el mandamiento de seguridad, equi-
valente al amparo, no procede contra decisiones jurisdiccionales, 
cuando en el derecho común existan recursos mediante los cua-
les estas puedan cuestionarse, según el artículo 5, II, de la Ley 
1533/1951.10 Sin embargo, la jurisprudencia ha establecido que 
dicha garantía puede utilizarse para suspender la ejecución de 
una decisión jurisdiccional, cuando los recursos previstos en el 
derecho común no tengan efectos suspensivos.11

8	 Sala Constitucional de Costa Rica Sentencias 1371-92, de 26 de marzo, 
1992 y Sentencia 3998- 92, de 15 de diciembre de 1992, tomada Acosta de 
los Santos, Hermógenes, “Evolución de la acción de amparo en la República 
Dominicana”, en Ordoñez Solís, David (coord.), El amparo judicial de los de-
rechos fundamentales en una sociedad democrática, República Dominicana, 
Escuela Nacional de la Judicatura, 2018, pp. 159 y 160.

9	 Hernández Valle, Rubén, “El amparo en Costa Rica”, en Fix-Zamudio, Hé-
ctor y Ferrer Mac-Gregor, Eduardo (coords.), El Derecho del Amparo en el 
Mundo, México, UNAM-Porrúa, Konrad -Adenauer- Stiffung, 2006, p. 269. 
Citado por Acosta de los Santos, Hermógenes, op. cit., pp. 596 y 597.

10	 Silva, José Alfonso da, “Mandamiento de seguridad en Brasil”, en Fix-Za-
mudio, Héctor y Ferrer Mac-Gregor, Eduardo (coords.), op. cit., pp. 132 y 
133. 

11	 Ibidem, p. 133.
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En el sistema hondureño, el artículo 46.7 de la Ley sobre la 
Justicia Constitucional, de 30 de agosto de 2004 prohíbe el ampa-
ro en materia civil respecto de quienes fueron partes en el proce-
so y respecto de los terceros que tuvieren a su disposición recur-
sos expeditos o acciones legales en el mismo juicio. Mientras que 
en materia criminal se prohíbe contra las sentencias definitivas, 
ejecutoriadas.

En el sistema nicaragüense se prohíbe el amparo contra los 
actos emanados de los tribunales, es decir, los actos jurisdiccio-
nales y los actos administrativos, según el artículo 51, ordinar l 
de la Ley 49 de 1988, modificada en 2008, sobre Amparo, Exhi-
bición Personal y Constitucionalidad. Amparado en este texto, la 
doctrina sostiene que la vía para cuestionar las decisiones de los 
funcionarios judiciales son los recursos previstos en los códigos 
y leyes.12

En el sistema paraguayo, la prohibición del amparo con-
tra actos jurisdiccionales está prevista en el artículo 134 de la 
Constitución, según el cual “El amparo no podrá proponerse 
en la tramitación de causas judiciales, ni contra actos de órga-
nos judiciales […]”.13 Una previsión similar se consagra en el 
artículo 565 del Código Procesal Civil, que es donde se regula 
el amparo.

En el sistema uruguayo se prohíbe el amparo contra los actos 
jurisdiccionales y contra cualquier acto que se dicte en el curso 
de un proceso contencioso, según el artículo 1, letra A de la Ley 
16.011,14 texto que consagra una prohibición amplísima, como 
ocurre en los sistemas argentino y el nicaragüense. Por esta ra-
zón y porque el texto contempla otras improcedencias, parte de 

12	 Escobar Forno, Iván, “El amparo en Nicaragua”, en Fix-Zamudio, Héctor y 
Ferrer Mac-Gregor, Eduardo (coords.), op. cit., p. 555. 

13	 Seall-Sasiain, Jorge, en Fix-Zamudio, Héctor y Ferrer Mac-Gregor, Eduardo 
(coords.), op. cit., p. p. 583. 

14	 Gros Espiell, Hector, “El Derecho del Amparo en Uruguay”, en Fix-Zamu-
dio, Héctor y Ferrer Mac-Gregor, Eduardo (coords.), op. cit., p. 635. Flores 
Dapkeevicius, Rubén, “El amparo en la República Oriental del Uruguay”, 
en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Villabella Almengol, Carlos Manuel, 
(coords.), p. 444.
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la doctrina de ese país considera que en Uruguay el concepto de 
amparo es mucho más limitado que en otros sistemas.15

2.2. Sistemas que admiten el amparo 
 ordinario contra decisiones jurisdiccionales 

 bajo determinadas condiciones

Hay ordenamientos en los cuales el amparo contra decisiones ju-
risdiccionales es procedente a condición de que se cumplan de-
terminados requisitos. Esta modalidad existe en Bolivia, Chile, 
Colombia, Guatemala, Panamá, Perú y Venezuela. A cada uno de 
estos ordenamientos me refiero a continuación. 

En el sistema boliviano el amparo contra decisiones jurisdic-
cionales estuvo prohibido hasta que fue promulgado el Código 
Procesal Constitucional, razón por la cual una parte de la doc-
trina abogaba por su procedencia.16 Por otra parte, el Tribunal 
Constitucional admitía la acción de amparo constitucional con-
tra sentencias, aunque estas hubieren adquirido la autoridad de 
la cosa juzgada.17 Este debate quedó zanjado al promulgarse el 
mencionado código porque en él se consagra que el amparo pro-
cede cuando los recursos ordinarios previstos no tengan efectos 
suspensivos.18 

En el sistema chileno no existe una prohibición expresa de la 
acción de protección, equivalente al amparo, contra decisiones 
jurisdiccionales, por lo que la Corte Suprema de Justicia lo ad-
mite cuando esta es manifiestamente ilegal y afecta los intereses 
de una persona que no fue parte en el proceso, es decir, a un ter-
cero.19 Cabe señalar, que la jurisprudencia también ha admitido 

15	 Gros Espiell, Hector, op. cit. p. 636.
16	 Rivera Santivañez, José Antonio, “El amparo constitucional en Bolivia”, en 

Fix-Zamudio, Héctor y Ferrer Mac-Gregor, Eduardo (coords.), op. cit., pp. 
93 y 94. 

17	 17 Sentencias siguientes, núm. 111- 99 R de 6 de septiembre. SC No. 338-
01-R de 29 de mayo y SC No. 546-02 de 13 de mayo. Sentencias citadas 
idem, pp. 96 y 97.

18	 Artículo 53.I y 53.III Código Procesal Constitucional.
19	 Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de fecha 28 de enero de 1994. 
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esta acción, aunque no se haya afectado los intereses de terceros 
en el entendido de que el artículo 20 de la Constitución Política 
de ese país no lo prohíbe.20

En el sistema colombiano, la acción de tutela, equivalente al 
amparo, contra decisiones jurisdiccionales estuvo regulada por el 
artículo 11 del Decreto 2591, de 19 de noviembre de 1991, texto 
que condicionaba su procedencia a que la decisión hubiera ad-
quirido la autoridad de la cosa juzgada, o contra la cual no proce-
dan los recursos previstos.21 No obstante, el referido texto y otros 
textos conexos del señalado Decreto fueron declarados inconsti-
tucionales, mediante la Sentencia C-543 de 1 de octubre de 1992, 
en el entendido de que eran contrarios al principio de autoridad 
de cosa juzgada y, en consecuencia, al principio de seguridad ju-
rídica, entre otros principios esenciales del ordenamiento. 

Sin embargo, posteriormente, las Salas de esa Corte Consti-
tucional admitieron la procedencia de la tutela contra sentencias 
no susceptible de recursos, en los casos en que se advirtiera una 
flagrante violación de la Constitución.22 

En el sistema guatemalteco procede el amparo contra cual-
quiera de los actos que dicten los tribunales del poder judicial, a 
condición de que no existan otros medios legales para subsanar 
el agravio, según se establece en el artículo 10, letra d), de la Ley 
de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad contenida 
en el Decreto 1-86. También procede sí después de agotados los 
recursos ordinarios subsisten los agravios invocados, en aplica-
ción del artículo 10 letra h), de la referida ley. 

En el sistema panameño funciona una modalidad de amparo 
contra decisiones jurisdiccionales que es novedosa porque no se 
exige que la sentencia haya adquirido la autoridad irrevocable de 
la cosa juzgada, pero sí, que se haya interpuesto el recurso ordi-
nario correspondiente, según se establece en el Decreto de Ga-

20	  Sentencia de la Corte Apelación de Santiago de fecha 23 de marzo de 
1992. 

21	  Acosta de los Santos, Hermógenes, op. cit., pp. 153 y 154.
22	 Sentencia T-683, dictada por la Sexta Sala de la Corte Constitucional de 

Colombia, 17 agosto 2006. Ibidem, pp. 168-171.
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binete 50 de 20 de febrero del señalado año.23 En este sentido, el 
requisito para la procedencia del amparo es la interposición del 
recurso ordinario correspondiente, lo cual implica que se abren 
dos instancias paralelas: una con el recurso ordinario y la otra 
con el amparo.

Es importante señalar que, por una parte, la interposición del 
amparo no suspende la ejecución de la sentencia cuestionada, 
pero el juez apoderado puede ordenar la suspensión de esta.24 
Por otra parte, el amparo no procede contra las sentencias del 
pleno de Suprema Corte de Justicia, ni contra las de sus salas, 
en aplicación de lo previsto en el artículo 207 de la Constitución 
panameña.   

En el sistema peruano se admite el amparo contra sentencia 
y se condiciona la admisibilidad, según el artículo 4 del Código 
Procesal Constitucional, a que la sentencia no sea susceptible de 
recursos ordinarios; y a que se haya violado la tutela judicial efec-
tiva.25 Sin embargo, actualmente el ámbito de protección abarca 
otros derechos fundamentales, en virtud del precedente estable-
cido en la Sentencia STC 3179-2004-PA.26

En el sistema venezolano procede el amparo contra senten-
cia, cuando esta haya sido dictada por un tribunal incompetente 
y viole derechos fundamentales, según el artículo 4 de la Ley Or-
gánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. 
El tribunal competente para conocer este amparo debe ser supe-
rior al que dictó la sentencia.27

Cabe destacar, que según el ordinar 6 del artículo 6 de la se-
ñalada Ley, el amparo no procede contra las decisiones de la Su-
prema Corte de Justicia.

23	  Sánchez, Salvador, op. cit., p. 395.
24	  Sánchez, Salvador, op. cit., p. 401.
25	  Eto Cruz, Gerardo, “El Proceso de amparo en el Perú”, en Ferrer 

Mac-Gregor, Eduardo y Villabella Almengol, Carlos Manuel, (coords.), 
op. cit., p. 418.

26	  Ibidem, p. 422.
27	 Brewer Carías, Allan, “El amparo constitucional en Venezuela”, en Ferrer 

Mac-Gregor, Eduardo y Villabella Almengol, Carlos Manuel, (coords.), op. 
cit., pp. 458 y 461.
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III. Eficacia de los derechos fundamentales 
 y el principio de seguridad jurídica

Después de estudiar los modelos sobre el amparo contra decisio-
nes jurisdiccionales, analizaremos las posiciones doctrinales que 
se plantean respecto de la cuestión; igualmente, nos referiremos 
a los sistemas en que se implemente una modalidad de amparo 
especial para cuestionar este tipo de acto.

3.1. El debate doctrinal sobre la procedencia del  
amparo ordinario contra decisiones jurisdiccionales

Básicamente, hay dos tesis respecto del amparo ordinario contra 
decisiones jurisdiccionales, una que es partidaria de que estos ac-
tos sean cuestionados mediante esta garantía y otra que se opone.

Una parte de la doctrina partidaria de la procedencia del am-
paro ordinario contra decisiones jurisdiccionales se fundamenta 
en que esta garantía fue prevista para cuestionar actos de las au-
toridades públicas que violen derechos fundamentales y en que 
los jueces son autoridades públicas que frecuentemente violan 
derechos fundamentales.28

Otros autores que siguen esta corriente, no se limitan a plan-
tear la procedencia del amparo contra decisiones jurisdicciona-
les, sino que condicionan esta procedencia a que no existan “[…] 
mecanismos o trámites eficaces […]”.29 Entendemos que en este 
planteamiento subyace la idea de que los recursos ordinarios y 
extraordinarios que normalmente consagran o prevén los orde-
namientos jurídicos no son adecuados para cuestionar las deci-
siones que violan derechos fundamentales, con lo cual se preten-
de justificar la procedencia del amparo contra este tipo de actos.

Esta misma doctrina sostiene que de implementarse una mo-
dalidad de amparo contra decisiones jurisdiccionales, conviene 

28	 Jorge Prats, Eduardo, Derecho Constitucional, vol. I, Santo Domingo, Ius no-
vum, 2013, p. 181. Citado por Acosta de los Santos, Hermógenes, op. cit., p. 
597. Véase también Hernández Valle, Rubén, op. cit., p. 269. 

29	 Sagües, Néstor Pedro, op. cit., p. 469.
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que se le atribuya competencia al tribunal jerárquicamente supe-
rior al que dictó la decisión cuestionada.30 Este último elemento 
me parece cónsono con la lógica del sistema de justicia y en par-
ticular con la estructura jerárquica de la organización judicial, en 
la medida que la revisión de una decisión no debe realizarla un 
juez de la misma jerarquía que aquel que la dictó.

El otro planteamiento que hacen los partidarios de la proce-
dencia del amparo contra decisiones jurisdiccionales concierne a 
que el amparo se desnaturaliza si siempre se acoge como si siem-
pre se rechaza.31 Inferimos que este autor está sugiriendo que 
esta modalidad de amparo solo se acoja en casos excepcionales, 
como, por ejemplo, cuando se trate de violaciones grosera y ma-
nifiestamente arbitrarias. 

Los autores partidarios de la prohibición de la procedencia 
del amparo contra decisiones jurisdiccionales se fundamentan, 
por una parte, en que los recursos ordinarios y extraordinarios 
son las vías naturales para corregir las violaciones en que incu-
rran los jueces y tribunales y, por otra parte, en que la habilita-
ción del amparo 

[…] para revisar lo que otro magistrado está conociendo en ejerci-
cio de su competencia o lo ya resuelto con autoridad irrevocable de 
la cosa juzgada o que se hiciera caso omiso de la forma en que se de-
ben interponer los recursos, subvirtiendo las instancias y violando 
en consecuencia las previsiones legales, el proceso jurisdiccional 
sería una anarquía, un desorden e inseguridad tal, que, terminaría 
con el Poder Judicial.32 

Otra posición que sigue esta misma orientación doctrinal 
sostiene que por la vía del amparo solo deben cuestionarse “[…] 
las resoluciones finales de la Suprema Corte de Justicia, ya que 
las emitidas por las instancias inferiores son susceptible de co-
rrección en la misma instancia o por el superior. No obstante, si 

30	 Idem.
31	 Soto Kloss, Eduardo, citado por Guzmán Jordan, Julio.
32	 Lazzarini, José Luis, El juicio de amparo, Buenos Aires, Fondo editorial de 

Derecho y economía, 1988, p. 218. Acosta de los Santos, Hermógenes, op. 
cit., p. 598.
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el litigio acaba en instancia inferior -con sentencia ejecutoriada 
y consentida- debe entenderse la procedencia del amparo contra 
esta última”.33

En líneas generales, estas dos posiciones solo difieren en que 
la primera descarta la procedencia del amparo contra cualquier 
decisión, mientras que la segunda lo admite respecto de las sen-
tencias definitivas que dicte la Suprema Corte de Justicia o las 
que dicten tribunales inferiores, a condición de que se trate de 
“sentencias ejecutoriadas o consentidas”, es decir, sentencias no 
susceptibles de recursos.

Respecto del primer planteamiento, estamos de acuerdo en 
que permitir el amparo respecto de procesos que están en curso 
trastorna el normal funcionamiento del sistema de justicia y, en 
consecuencia, se afecta la seguridad jurídica. Ciertamente, per-
mitir que el juez de amparo, que es generalmente un tribunal 
de primera instancia, cuestione lo decidido por otro juez de su 
misma jerarquía o lo decidido por otro de mayor jerarquía, supo-
ne promover un segundo proceso paralelo, escenario que no es 
cónsono con principios esenciales del sistema de justicia, como, 
por ejemplo, la seguridad jurídica, la estructura jerárquica de los 
tribunales y la economía procesal.

No estamos de acuerdo, sin embargo, con descartar la posi-
bilidad de cuestionar las decisiones que haya adquirido la auto-
ridad de la cosa irrevocablemente juzgadas, porque entendemos 
que cuando estas violan derechos fundamentales deben ser re-
visadas. Es por ello qué, nos parece correcto el segundo plantea-
miento de esta corriente, porque no descarta el amparo contra 
las sentencias de la Suprema Corte de Justicia y de los tribunales 
inferiores que hayan sido ejecutoriadas y consentidas. 

Sin embargo, consideramos que la vía para cuestionar las 
decisiones jurisdiccionales que tienen el carácter de irrevocable 
de la cosa juzgada no es el amparo ordinario, sino que debe im-
plementarse un mecanismo subsidiario y extraordinario, como 
existe en algunos ordenamientos de Iberoamérica, como, por 

33	 García Belaunde, Domingo, Derecho Procesal Constitucional, Bogotá, Edito-
rial Temis, 2001, pp. 163-164. Citado por Acosta de los Santos, Hermóge-
nes, op. cit., pp. 597 y 598.
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ejemplo, el ecuatoriano, el español, el mexicano y el dominicano, 
modelo a los cuales nos referiremos a continuación. 

3.2. Mecanismos especiales para cuestionar las decisiones 
jurisdiccionales que violan derechos fundamentales

Los dos modelos estudiados, el que prohíbe el amparo ordinario 
contra decisiones jurisdiccionales y el que lo admite bajo cier-
tas condiciones, adolecen de defectos. El primero, porque deja 
sin protección a la víctima de una arbitrariedad cometida por un 
tribunal y; el segundo, porque trastorna el normal funcionamien-
to de la justicia y deteriora la seguridad jurídica. Por esta razón, 
lo más conveniente es que se implemente una garantía especial 
para cuestionar ese tipo de acto, como existe en los sistemas 
mencionados en el párrafo anterior, tal y como lo veremos a con-
tinuación.  

Efectivamente, en Ecuador existe la acción extraordinaria de 
protección,34 en España el recurso de amparo constitucional,35 en 
México el amparo judicial o amparo casación36 y en la República 
Dominicana el Recurso de Revisión de Decisiones Jurisdicciona-
les.37 

Un primer elemento de estos modelos es que son subsidiario 
en la medida que su procedencia se condiciona a que la sentencia 
sea definitiva y se hayan agotado los recursos ordinarios y ex-
traordinarios.38 

34	 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, art. 
58 y siguientes.

35	 Artículo 53.2 de la Constitución y artículos 44 y 50 de la Ley Orgánica 
2/1979, de 3 de octubre del Tribunal Constitucional. 

36	 Artículo 107, fracción V de la Constitución Federal y artículo 170 y si-
guiente de la Ley sobre el Juicio de Amparo.

37	 Artículo 277 de la Constitución y artículo 53 y siguiente de la Ley 137-11, 
Orgánica del Tribunal Constitucional y sobre los Procesos Constituciona-
les.

38	 Véase artículo 61.3, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccional y Con-
trol Constitucional de Ecuador, artículo 44.1.a de la Ley Orgánica 2/79, 3 
octubre del Tribunal Constitucional de España, artículo 170.1 de la Ley Re-
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Un segundo elemento concierne a que la violación debe invo-
carse ante el tribunal que conoce del litigio, tan pronto se tiene 
conocimiento de ella,39 con la finalidad de dar la oportunidad de 
que esta sea subsanada ante los tribunales que conocen del fondo 
del litigio. Un tercer elemento concierne a que la competencia 
para conocer de estos recursos corresponde al Tribunal Consti-
tucional, salvo en el caso mexicano, en cual se atribuye compe-
tencia al Tribunal Colegiado de Circuito.40

Consideramos que la modalidad de amparo que se consagra 
en estos sistemas es la más adecuado para cuestionar las deci-
siones jurisdiccionales que violan derechos fundamentales, en la 
medida que garantizan la eficacia de los derechos fundamentales 
sin afectar principios esenciales del sistema de justicia, como la 
seguridad jurídica, el orden jerárquico de la estructura judicial y 
la economía procesal. 

Efectivamente, el hecho de que se trate de una garantía subsi-
diaria impide que sea obstaculizado el normal desenvolvimiento 
de la administración de justicia y que se afecte el principio de 
seguridad jurídica. Igualmente, este elemento garantiza la eco-
nomía procesal porque cierra la posibilidad de que se cuestionen 
decisiones respecto de proceso que tienen instancias abiertas.

No existe posibilidad de que un tribunal pueda revisar lo de-
cidido por otro tribunal de mayor jerarquía, en la media de que, 
como ya se indicó, la competencia para conocer de esta garantía 

glamentaria del Juicio de Amparo de México y artículo 277 de la Constitu-
ción dominicana y el artículo 53.3, letra b, de la Ley Orgánica de Tribunal 
Constitucional de la República Dominicana y sobre los Procesos Constitu-
cionales. 

39	 Véase artículo 61.6, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccional y Con-
trol Constitucional de Ecuador, artículo 44.1.c de la Ley Orgánica 2/79, 
3 octubre del Tribunal Constitucional de España, artículo 171 de la Ley 
Reglamentaria del Juicio de Amparo de México y artículo 53.3, letra a, de 
la Ley Orgánica de Tribunal Constitucional de la República Dominicana y 
sobre los Procesos Constitucionales.

40	 Véase artículo 62, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccional y Control 
Constitucional de Ecuador, artículo 53,2 Constitución de España, artículo 
174 de la Ley Reglamentaria del Juicio de Amparo de México y artículo 277 
de la Constitución de la República Dominicana.
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la tiene el Tribunal Constitucional, salvo en el caso de México 
donde es competente el Tribunal Colegiado de Circuito, que es 
un tribunal de casación.

No cabe duda, que estamos en presencia de los modelos más 
adecuados para cuestionar las decisiones jurisdiccionales, lo que 
no significa que la autoridad irrevocable de la cosa juzgada resul-
te ilesa, sino que la afectación de esta importante institución es 
mínima porque estos recursos son extraordinarios, en la medi-
da que solo proceden cuando se cumplen rigurosos requisitos de 
procedencia y en casos tasados. Además, dicha afectación queda 
justificada, ya que es la única manera de garantizar la eficacia de 
los derechos fundamentales.
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